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SENTENCIA 

 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de enero de 2020. 

Mediante el recurso de Apelación de título, comparece ante este 

tribunal apelativo, el señor Juan Carlos Alvarado Mateo (señor 

Alvarado Mateo o el apelante) y nos solicita, la revisión de la Sentencia 

emitida el 16 de octubre de 2019, por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de Ponce.  En virtud de dicho dictamen, el 

foro sentenciador declaró Con Lugar la Demanda sobre Exequátur 

presentada por el señor Alvarado Mateo.  Con la comparecencia de la 

señora María de los Ángeles Mercado Laboy (señora Mercado Laboy o 

la apelada) damos por perfeccionado el recurso traído ante nuestra 

consideración.    

Luego de examinar el recurso interpuesto, su apéndice y los 

argumentos esbozados por las partes en sus escritos, adelantamos, 

que hemos determinado confirmar la determinación apelada.    

I. 

El 27 de julio de 2018, el señor Alvarado Mateo presentó una 

Demanda sobre Exequatur ante el foro sentenciador contra la señora 

Mercado Laboy.  Allí solicitó la convalidación y reconocimiento de la 
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sentencia de divorcio emitida en Juan Carlos Alvarado Mateo v. María 

de los Ángeles Mercado-Laboy, caso núm. 2016 DR 007344 de la 

división núm. 31 del Ninth Judicial Court, Orange County, de Florida.  

El 27 de agosto de 2018, la señora Mercado Laboy contestó la 

demanda e interpuso una reconvención en la que solicitó se regularan 

las relaciones paternofiliales y se refiriera el caso a la Unidad Social de 

Relaciones de Familia.   

El 6 de septiembre de 2018, el señor Alvarado Mateo presentó su 

contestación a la reconvención.  Afirmativamente, alegó, cosa juzgada 

o impedimento colateral por sentencia y falta de jurisdicción sobre la 

materia.  Bajo ese fundamento, sostuvo que el foro primario estaba 

impedido de pasar juicio sobre las reclamaciones instadas en la 

reconvención.  Al unísono presentó una Moción de Desestimación al 

Amparo de la Regla 10.2 de Procedimiento Civil.  Solicitó la 

desestimación de la reconvención y la convalidación de la Sentencia 

dictada por la corte del Estado de Florida.  Igualmente, reiteró su 

posición respecto a que existía cosa juzgada o impedimento colateral 

por sentencia, falta de jurisdicción sobre la materia y ausencia de una 

reclamación que justificara un remedio a favor de la señora Mercado 

Laboy.   

El 10 de septiembre de 2018, la señora Mercado Laboy presentó 

su Réplica a Moción de Desestimación.  Adujo que si se tomaban como 

ciertas las alegaciones de la reconvención, existía un remedio a su 

favor.  En cuanto a la falta de jurisdicción sobre la materia, indicó que 

se trataba de un asunto de relaciones filiales de un menor y que el foro 

primario poseía amplia autoridad sobre ésta.  Respecto al 

planteamiento de cosa juzgada e impedimento colateral por sentencia, 

sostuvo que en aquellos casos en que ocurren cambios en la custodia 

o los alimentos de un menor, no se conforma cosa juzgada.  El 19 de 

diciembre de 2019, el foro sentenciador emitió una Resolución y Orden.  

Requirió que las partes presentaran su posición mediante 
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memorandos de derecho y pautó vista para la discusión de los 

escritos.  Las partes cumplieron con lo ordenado.   

El 20 de marzo de 2019, se celebró la vista.  Ese mismo día, el 

foro primario emitió una Sentencia Parcial desestimando la 

reconvención y pautando la vista de exequátur.  Esta audiencia se llevó 

a cabo el 9 de agosto de 2019.  Concluida la vista, el foro de primera 

instancia notificó Orden para citar a la Procuradora de Familia y 

señalar una vista evidenciaria.  En el interín ocurrieron otros 

incidentes procesales innecesarios de pormenorizar.  Luego, la 

Procuradora de Familia compareció allanándose a que se convalidara 

la sentencia mediante el mecanismo procesal de exaquátur.   

Posteriormente, el TPI emitió Sentencia convalidando y 

reconociendo el dictamen de divorcio del Circuito Judicial del Estado 

de Florida.  El señor Alvarado Mateo solicitó reconsideración del 

dictamen, a los únicos fines de que se le impusiera honorarios de 

abogado por temeridad a la señora Mercado Laboy.  El 23 de octubre 

de 2019, el foro primario emitió una Resolución en la que declaró No 

Ha Lugar la solicitud de reconsideración presentada por el señor 

Alvarado Mateo.  En la Resolución, consignó lo siguiente: 

Destacamos que, en la Sentencia Parcial, que ya advino 
final y firme, no impusimos honorarios por temeridad aun 
cuando la parte demandante los había solicitado desde la 
contestación a la reconvención y durante los trámites previo al 
dictamen antes señalado.  No surge del expediente que ninguna 
de las partes haya acudido en reconsideración de dicha 

determinación. 
 
La parte demandante reclama que la parte demandada 

ha tratado de entorpecer que se concediera el remedio 
solicitado, durante todo el tr[á]mite del caso.  Sin embargo, 
pierde de perspectiva que desde el inicio del caso hubo 
planteamientos de derecho de (sic.) dirigidos a cuestionar la 
jurisdicción que tenía el Tribunal para resolver las relaciones 
paternofiliales levantadas en la reconvención.  A esos efectos, el 
Juez que atendía previamente el caso determinó que se ten[í]a 
que atender una vez las partes expusieran su posición por 
escrito y en la vista de discusión.  

 
De esta forma, resolvemos que las partes expusieron 

cada uno su posición sobre los asuntos jurisdiccionales y este 
Tribunal, a través de quien suscribe, determinó declarar Ha 
Lugar la solicitud de desestimación que como vimos, no incluyó 
determinación alguna de temeridad. 
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Respecto a las alegaciones de que la parte demandada ha 
sido temeraria al allanarse a que de (sic.) dictase sentencia en 
contra al verse desprovista de argumentos y porque la 
Procuradora expuso su posición que no le daba la razón, por sí 
solo no es causa suficiente para que se dictamine que la parte 
demandada fue temeraria.   

 
Por el contrario, señalamos que las partes fueron 

proactivas en el reclamo de sus derechos, e incluso como antes 
señaláramos, esbozaron sus planteamientos tanto en los 
memorandos de derecho que se les ordenó presentar, así como 
en la vista de discusión de mociones y también en la última 
vista celebrada el 9 de agosto de 2019.  

 
[. . .] 
 
De esta forma, la parte demandante no puso en posición 

al Tribunal de mover su discreción al imponer los honorarios 
por temeridad, al dictar la Sentencia de autos.    

 

Inconforme, el señor Alvarado Mateo interpuso el recurso de 

Apelación que nos ocupa.  Señala, que el foro apelado erró al “denegar 

la solicitud de imposición de honorarios de abogado por temeridad”.1  

Afirma que la señora Mercado Laboy creó una controversia artificial 

desde el comienzo del pleito, actuó de forma temeraria y contumaz al 

contestar la demanda, presentó una reconvención frívola e incumplió 

crasamente con su deber de procurar reducir al mínimo las 

controversias del caso.  Por su parte, sostiene la señora Mercado 

Laboy que el apelante no nos ha puesto “en posición de determinar 

que el TPI abusó de su discreción al negarse a imponer honorarios de 

abogado por temeridad”2 y que las controversias presentadas a nivel 

de instancia eran reales.   

II. 

-A- 

La Regla 44. 1(d) de Procedimiento Civil de Puerto Rico, (32 

LPRA Ap. V, R. 44.1 (d)), establece el pago por honorarios de abogado y 

promulga lo siguiente: 

[e]n caso de que cualquier parte o su abogado o abogada haya 
procedido con temeridad o frivolidad, el tribunal deberá 
imponerle en su sentencia al responsable el pago de una suma 
por concepto de honorarios de abogado que el tribunal entienda 
correspondan a tal conducta.  

 

                                       
1 Recurso de Apelación, pág. 4.  
2 Alegato de la parte apelada, pág. 8.   



 
 

 
KLAN201901325   

 

Pág. 5 de 8 

Los honorarios de abogado constituyen una sanción contra 

quien con su temeridad provocó un pleito que pudo evitarse, lo 

prolongó innecesariamente o promovió que otra parte incurriera en 

gestiones evitables.  Rivera v. Tiendas Pitusa, Inc., 148 DPR 695, 702 

(1999).  La citada Regla no define qué constituye conducta temeraria o 

frívola.  No obstante, nuestro Tribunal Supremo ha expresado que la 

temeridad es una actitud que se proyecta sobre el procedimiento y que 

afecta el buen funcionamiento y la administración de la justicia. P.R. 

Oil v. Dayco, 164 DPR 486 (2005); Jarra Corp. v. Axxis Corp., 155 DPR 

764 (2001).  También ha expresado nuestro Tribunal Supremo que 

conducta temeraria es el hecho de que una parte haga necesario un 

pleito que pudo evitarse o interponga pleitos frívolos y así obligue a la 

otra parte a incurrir en gastos innecesarios.  P.R. Oil v. Dayco, supra; 

Domínguez v. GA Life, 157 DPR 690 (2002); Rivera v. Tiendas Pitusa, 

Inc., 148 DPR 695 (1999). 

En S.L.G. Flores-Jiménez v. Colberg, 173 DPR 843, 866 (2008), 

se resolvió, que “un litigante actúa con temeridad cuando con 

terquedad, obstinación, contumacia e insistencia en una actitud 

desprovista de fundamentos, obliga a la otra parte, innecesariamente, 

a asumir las molestias, gastos, trabajo e inconvenientes de un pleito”.  

La determinación de si un litigante ha incurrido en temeridad 

descansa en la sana discreción del tribunal sentenciador. Raoca 

Plumbing v. Trans World, 114 DPR 464, 468 (1983).  Le corresponde al 

tribunal de primera instancia imponer la cuantía que entienda 

procedente en respuesta a la conducta temeraria. Meléndez Vega v. El 

Vocero de PR, 189 DPR 123, 211 (2013).  Ante ello, los tribunales 

apelativos no deben intervenir con el ejercicio de esa discreción, salvo 

que:  se demuestre que hubo un craso abuso de discreción, que el foro 

recurrido actuó con prejuicio o parcialidad, que se equivocó en la 

interpretación o aplicación de cualquier norma procesal o de derecho 

sustantivo.  P.R. Oil v. Dayco, 164 DPR 486, 511 (2005).  
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-B- 

El efectivo funcionamiento de nuestro sistema judicial y la más 

alígera disposición de los asuntos litigiosos consagrada en la Regla 1 

de Procedimiento Civil, requieren que los jueces de primera instancia 

gocen de gran flexibilidad y discreción para trabajar con el diario 

manejo y tramitación de los asuntos judiciales.  In re Collazo I, 159 

DPR 141, 150 (2003); ELA v. Asociación de Auditores, 147 DPR 669, 

681 (1999).  Por ello, les ha sido reconocido “poder y autoridad 

suficiente para conducir los asuntos litigiosos ante su consideración y 

para aplicar correctivos apropiados en la forma y manera que su buen 

juicio les indique”.  In re Collazo I, supra; Ortiz Rivera v. Agostini, 92 

DPR 187, 193-194 (1965).  

Lo anterior, presupone que tengan de amplia facultad para 

disponer de los procedimientos ante su consideración de forma que se 

pueda asegurar la más eficiente administración de la justicia.  Así 

pues, están llamados a intervenir activamente para manejar los 

procesos y dirigirlos de forma tal que se logre una solución justa, 

rápida y económica de los casos.  Vives Vázquez v. E.L.A., 142 DPR 

117 (1996).  Por tanto, si la actuación del tribunal se funda en una 

base razonable que no resulta perjudicial a los derechos sustanciales 

de una parte, debe prevalecer su criterio.  Sierra v. Tribunal Superior, 

81 DPR 554, 572 (1959).  De esta forma, no intervendremos o 

sustituiremos el criterio utilizado por el Tribunal de Primera Instancia, 

salvo, haya incurrido en perjuicio, parcialidad, error manifiesto o craso 

abuso de su discreción.  Trans-Oceanic Life Ins. v. Oracle Corp., 184 

DPR 689, 709 (2012); Lluch v. España Service Sta., 117 DPR 729, 745 

(1986). 

III. 

En el caso que nos ocupa, el apelante plantea que el foro 

primario debió imponer honorarios de abogado por la alegada 

conducta de temeridad de la señora Mercado Laboy durante la 
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tramitación del caso.  Como hemos visto, la imposición de honorarios 

de abogado por temeridad, conforman parte del ejercicio discrecional 

del magistrado del foro de primera instancia, quien tiene a su haber el 

trámite procesal del caso.   

Un análisis del expediente ante nuestra atención, nos lleva a 

entender que la actuación discrecional del magistrado que presidió el 

proceso que nos ocupa, no se dio en un vacío, por el contrario se 

fundó en una base razonable.  Veamos.  

Según se desprende de los argumentos de las partes y del 

apéndice que acompaña al recurso, el foro primario realizó una 

primera vista para atender los reclamos de las partes.  Posteriormente, 

emitió orden para que sometieran memorandos de derechos y pautó 

otra audiencia para discutir los escritos presentados por las partes.  

Una vez se celebró esa vista, citó a la Procuradora de Familia para que 

expusiera su posición al respecto.  La Procuradora de Familia se allanó 

a que se convalidara la sentencia de divorcio.  Ello, por haberse 

cumplido con los requisitos dispuestos en ley para el procedimiento de 

Exaquátur.  Sin embargo, reconoció que aquellos aspectos 

relacionados a la sentencia de Florida, tenían que atenderse en el 

Tribunal del Condado de Orange.  

En el presente recurso, existían reclamos de relaciones 

paternofiliales, presentados por la apelada; y falta de jurisdicción 

sobre la materia, cosa juzgada e impedimento colateral para atender 

los asuntos de familia, traídos a la atención del foro sentenciador, por 

el apelante.  Luego de ponderar los planteamientos de las partes, el 

foro de primera instancia, emitió Sentencia concediendo, entera validez 

en la jurisdicción de Puerto Rico, al dictamen de Florida.  No hizo 

expresión sobre honorarios de abogado por temeridad.  Insatisfecho, el 

apelante interpuso Moción de Reconsideración solicitando imposición 

de honorarios de abogado por temeridad a la parte apelada.  Expuso 

que el Tribunal dejó sin adjudicar parte del reclamo de su demanda.  



 
 

 
KLAN201901325   

 

Pág. 8 de 8 

El foro primario denegó la solicitud de reconsideración.  En su 

resolución consignó los fundamentos por los cuales, aun cuando 

había atendido la solicitud del apelante para que se impusieren 

honorarios de abogado por temeridad contra la apelada, decidió no 

hacerlo.  Coincidimos con el juzgador en su análisis.   

Como sabemos, es norma imperante en la esfera local, que los 

tribunales apelativos no debemos intervenir con el ejercicio 

discrecional de los foros de primera instancia, salvo, el promovente del 

recurso demuestre error en el ejercicio de discreción, prejuicio, 

parcialidad o error manifiesto.  El señalamiento del apelante trata de 

un asunto que recae en la sana discreción del tribunal sentenciador.  

Sabido es, que la discreción judicial está revestida de un juicio 

racional sustentado en la razonabilidad y que las decisiones del foro 

primario están revestidas de una presunción de corrección.  Al 

examinar detenidamente el recurso interpuesto, no atisbamos que se 

configure alguna de las excepciones que contempla nuestro 

ordenamiento jurídico y que nos facultan a intervenir con un 

dictamen.  Tampoco ha demostrado el apelante, ni del expediente 

apelativo surge, que el foro primario haya errado al ejercer su facultad 

discrecional.   

IV. 

A base del trasfondo doctrinal y procesal que hemos expuesto, 

confirmamos el dictamen recurrido.3  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís  

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

                                       
3 Hemos mantenido el recurso, según fue presentado, esto es, como un Recurso de 

Apelación, aun cuando es realidad se recurrió de un dictamen interlocutorio, por lo 

que el recurso apropiado lo era la Petición de Certiorari. 


